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Domínguez Irizarry, Jueza Ponente 
 

SE NTE NC IA  
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

La apelante, señora Jamely Ortiz Rodríguez, comparece ante 

nos y solicita nuestra intervención para que revoquemos el 

pronunciamiento emitido por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala de Bayamón, el 10 de agosto de 2016, debidamente notificado 

el 17 de agosto de 2016.  Mediante el mismo, el foro a quo declaró 

Ha Lugar un recurso de apelación sobre recusación de voto por 

domicilio, promovido por el apelado, señor Raúl Ortiz Torres, 

Comisionado Electoral del Partido Nuevo Progresista en Naranjito.  

En consecuencia, se ordenó la exclusión de la apelante de la lista 

de electores del Precinto 073 del antedicho municipio.  

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma la sentencia apelada.    

I 

El 17 de junio de 2016, el apelado presentó a la 

consideración del Tribunal de Primera Instancia un escrito de 
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apelación respecto a la denegatoria de la Comisión Local de 

Elecciones del Precinto 073 del municipio de Naranjito, en cuanto 

a excluir a la apelante de la lista de electores, ello por razón de no 

estar domiciliada en el referido municipio. 

Del pronunciamiento apelado surge que la apelante admitió 

estar legalmente casada con el señor Orlando Caldero, con quien 

posee una residencia matrimonial en el barrio Dos Bocas de 

Corozal.  Esta aceptó poseer llave del lugar, toda vez que, debido a 

que se encuentra separada de su señor esposo, procura que sus 

hijos se relacionen con su padre.  Igualmente, según se desprende 

de las determinaciones de hechos emitidas por el foro a quo, la 

apelante admitió que, en las pasadas elecciones, a pesar de ser 

domiciliada de Corozal, ejerció su derecho al voto en Naranjito, 

todo a instancias de su primo y actual alcalde del municipio de 

Naranjito.  Del mismo modo, surge que, al presente, ésta reside en 

la casa de sus padres en el barrio Cedro Arriba de Naranjito, por 

razón de su separación. Al respecto, no se presentó evidencia 

alguna relacionada a un trámite de divorcio entre la apelante y su 

señor esposo.   

A fin de sustentar su afirmación respecto a ser domiciliada 

de Naranjito, la apelante presentó una certificación con fecha del 5 

de agosto de 2016, suscrita por la Academia Santa Teresita de 

dicho municipio, acreditando que sus hijos forman parte de la 

población estudiantil de la misma.  No obstante, del pliego no 

surge la fecha desde la cual los menores estudian en dicha 

institución.  Por igual, la apelante también ofreció en evidencia 

copia de su licencia de conducir, expedida el 5 de noviembre de 

2014, la cual indica, como su dirección, el barrio Cedro Arriba de 

Naranjito.  A su vez y en aras de sostener su contención, presentó 

ante la consideración del tribunal primario copia de múltiples 
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documentos oficiales y personales, a los efectos de establecer que 

los mismos le son remitidos a una dirección postal en Naranjito.    

Luego de entender sobre la prueba documental y testifical 

producida ante sí, el 10 de agosto de 2016, con notificación del 17 

siguiente, el Tribunal de Primera Instancia emitió la sentencia que 

nos ocupa y declaró Ha Lugar el recurso sometido por el apelado.  

En consecuencia, ordenó la exclusión de la apelante de la lista de 

electores del Precinto 073 de Naranjito, ello por no haberse 

demostrado su domicilio permanente en dicho municipio, así como 

tampoco su intención de formalizar dicha condición.   

Inconforme, el 26 de agosto de 2016, la apelante presentó a 

nuestra consideración el presente recurso, el cual, en la más 

correcta aplicación de las normas procesales pertinentes, 

acogemos como uno de apelación.  En el mismo plantea que: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
declarar Con Lugar la solicitud de recusación 

presentada, cuando la parte apelante no demostró con 
prueba clara, robusta y convincente, que al presentar 
la recusación tuviera fundamento para hacerlo, por lo 

cual dicha solicitud es nula.   
 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

rechazar la evidencia sustancial y contundente de que 
la recusada está domiciliada en el precinto 73 de 

Naranjito según se establece en el Artículo 6.004 de la 
Ley Electoral de Puerto Rico.  

 

 Luego de examinar el expediente que nos ocupa, los autos 

originales del caso en el tribunal apelado, la regrabación de los 

procedimientos, y con el beneficio de la comparecencia de ambas 

partes de epígrafe, estamos en posición de disponer del presente 

asunto. 

II 

A 

 Sabido es que el derecho al voto es uno de carácter 

fundamental, expresamente consagrado en nuestra Constitución y 

constitutivo de una de las prerrogativas más preciadas del pueblo.  
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Ramírez de Ferrer v. Mari Brás, 144 DPR 141 (1997); PIP v. CEE, 

120 DPR 580 (1988); PPD v. Admor. Gen. de Elecciones, 111 DPR 

199 (1981).  Dada su preeminencia, su ejercicio está  altamente 

protegido. PSP, PPD v. Romero Barceló, 110 DPR 248 (1980).  

Igualmente, está investido de una presunción de legalidad y 

validez, por lo que quien lo impugna, tiene el deber probatorio de 

derrotar la misma.  PPD v. Admor. Gen. de Elecciones, supra. 

 En virtud de las características que lo distinguen, así como 

de la repercusión de su adecuado ejercicio, el derecho al sufragio 

se perfila como “la vida misma del sistema democrático 

representativo”. PPD v. Admor. Gen. de Elecciones, supra, pág. 223.  

De ahí que el debido proceso de ley exige mayor rigurosidad 

probatoria en cuanto al valor y la suficiencia de la prueba 

pertinente a la impugnación de su eficacia. Id. Así, el ordenamiento 

jurídico dispone que el quantum requerido para casos en los que se 

pretenda negar o afectar el derecho al voto, o uno de carácter 

fundamental, es el de prueba robusta, clara y convincente.  Id;  In re 

Caratini Alvarado, 153 DPR 575 (2001). De acuerdo a la 

interpretación doctrinal correspondiente, el referido estándar es 

uno intermedio, más riguroso que la preponderancia de la prueba 

requerida en casos civiles, pero de menor exigencia que la 

necesaria para cumplir con el de duda razonable, propio a casos 

criminales.  Trib. Exam. Méd. v. Cañas Rivas, 154 DPR 29 (2001).   

Al respecto, la jurisprudencia reconoce que aunque el esquema 

probatorio de la prueba robusta, clara y convincente, no es 

susceptible de una definición precisa, puede describirse como 

“aquella evidencia que produce en un juzgador de hechos una 

convicción duradera de que las contenciones fácticas son 

altamente probables”. In re Ramos Mercado, 165 DPR 630 (2005);  

In re Soto Charraire, 186 DPR 1019, 1028 (2012).  
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B 

 Por su parte, mediante la aprobación del Código Electoral de 

Puerto Rico para el Siglo XXI, Ley 78-2011, 16 LPRA sec. 4001, et 

seq., se insertó en nuestro esquema estatutario un cuerpo de 

normas tendentes a establecer y reglamentar el proceso electoral 

en nuestra jurisdicción.  A tenor con ello, el estado de derecho es 

enfático al disponer que el derecho al voto tiene que ejercerse 

dentro de los límites legales y reglamentarios debidamente 

estatuidos. PNP v. Rodríguez Estrada, 123 DPR 1 (1988).  

Pertinente a lo que nos ocupa, la recusación se perfila como el 

mecanismo de impugnación respecto al estado de un elector en el 

Registro General de Electores, o su petición de inscripción o 

transferencia, así como, también, el procedimiento por el cual se 

objeta determinado voto, cuando existen motivos fundados para 

creer que se emitió de manera ilegal.  16 LPRA sec. 4003 (81).  Al 

respecto, el Artículo 6.017 (a)(2) del Código Electoral, supra, reza 

como sigue: 

(a) Para que se proceda a la exclusión de un elector 
que aparezca en el Registro General de Electores, 
deberá presentarse ante la comisión local concernida 

una solicitud de recusación y/o exclusión de dicho 
elector, por uno o más de los siguientes fundamentos:    

 

[…] 
 

(2) que el elector no está domiciliado en la 
dirección señalada en su solicitud a la 
fecha de inscripción o en el momento de la 

recusación; 
 
[…]. 

 
16 LPRA sec. 4077 (a)(2).  

 
 Ahora bien, en cuanto a lo que constituye el domicilio 

electoral, ello para fines de legitimar el ejercicio del derecho al voto, 

el Artículo 6.004 del Código Electoral, supra, expresamente 

dispone que: 

 [t]odo elector deberá votar en el precinto en el que 

tiene establecido su domicilio.  Para fines electorales, 
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sólo puede haber un domicilio y el mismo se 
constituye en aquel precinto en el que el elector tenga 

establecida una residencia o esté ubicada una casa de 
alojamiento en la cual  reside, o en la cual giran 

principalmente sus actividades personales y 
familiares, o en la cual haya manifestado su intención 
de permanecer.   

 
Un elector no pierde su domicilio por el mero hecho de 
tener disponible para su uso una o más residencias 

que sean habitadas para atender compromisos de 
trabajo, estudio, o de carácter personal o familiar.  No 

obstante, el elector debe mantener acceso a la 
residencia en la cual apoya su reclamo de domicilio.  
[…]. 

 
16 LPRA sec. 4064. 

 
III 

 La apelante plantea que erró el foro sentenciador al ordenar 

su exclusión del registro de electores del precinto 073 de Naranjito, 

ello sin que se estableciera la carga probatoria requerida a tal fin.  

Del mismo modo, aduce que incidió el Tribunal de Primera 

Instancia al proveer para el requerimiento del apelado, a pesar de, 

a su juicio, haber demostrado su cumplimiento con el criterio de 

domicilio electoral, según definido por el Código Electoral, supra.  

Tras examinar los referidos señalamientos a la luz del derecho 

aplicable y de los hechos acontecidos, resolvemos confirmar el 

dictamen apelado.    

 Al entender sobre la evidencia que nos ocupa, 

particularmente la regrabación de los procedimientos, concluimos 

que, en efecto, el municipio de Naranjito no constituye el domicilio 

electoral de la aquí apelante. Aun cuando, ciertamente, ésta 

efectúa múltiples gestiones en dicho pueblo, las mismas no nos 

resultan determinantes a los fines de admitir que ejerza allí su 

derecho al voto. Los hechos establecidos mediante la prueba 

pertinente a la controversia que aquí atendemos, permiten concluir 

que, para fines electorales, ésta está sujeta a la jurisdicción de 

Corozal.  En principio, la apelante posee, conjuntamente con su 

señor esposo, una residencia en dicho municipio.  Respecto a la 
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misma, afirmó tener entero y libre acceso, toda vez que, según 

declaró, acude con regularidad al lugar, por motivo de los 

compromisos extracurriculares de sus hijos. Fue allí donde, 

personalmente, le fue diligenciado el emplazamiento sobre el 

proceso de recusación promovido en su contra, y es en tal lugar 

donde, conforme expresó, aún atiende ciertos asuntos relacionados 

a su condición de propietaria.   

 Por otra parte, de acuerdo a la evidencia que nos ocupa, la 

apelante se encuentra separada de su señor esposo.  No obstante, 

pese al término durante el cual tal ha sido el estado conyugal, ésta 

no ha dado curso a la correspondiente acción de divorcio.  Este 

hecho resulta concluyente a los efectos de afirmar que no existe 

evidencia certera alguna que permita entrever su intención de 

establecerse, de manera permanente, en la residencia de sus 

padres en Naranjito.  Si bien, tal y como indicó, “generalmente” 

pernocta en dicho lugar, resulta meritorio destacar que su hogar 

conyugal, continúa siendo aquél cuya titularidad comparte con su 

aún esposo, y en el que, semanalmente, pernocta.  Por tanto, tal 

instancia apoya la afirmación en cuanto a que los argumentos de 

la apelante no ponen de manifiesto la “intención de permanecer” 

en el municipio de Naranjito, a fin de calificarlo como su domicilio 

electoral, ello de conformidad con las exigencias del Artículo 6.004 

del Código Electoral, supra.    

 Ahora bien, nuestro pronunciamiento en cuanto a la causa 

de autos, no sólo se ciñe a la apreciación fáctica antes expuesta.  

La conclusión de este Foro también encuentra apoyo en el 

testimonio de la propia apelante respecto a su conducta al 

momento de ejercer su derecho al voto en las contiendas políticas 

de los cuatrienios del 2008 y 2012.  Específicamente, hacemos 

referencia a su admisión en cuanto a que, en dichas fechas, votó 

en el municipio de Naranjito, a pesar de ser domiciliada y residente 
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del pueblo de Corozal en aquel entonces.  En el ánimo de legitimar 

dicha actuación, ésta alegó que actuó de conformidad, ello a 

instancias del actual Alcalde de Naranjito, por guardar una 

relación de parentesco.  Sin embargo, dicho deliberado proceder no 

es excusable, pues mina la credibilidad de sus intenciones en el 

procedimiento de epígrafe y revela un inequívoco menosprecio de 

su parte a las exigencias legales aplicables a la materia que 

atendemos.  Siendo ello así, y en conjunto con lo antes expuesto, 

no podemos sino resolver que ésta incumple con los criterios 

estatutarios aplicables a los efectos de permitirle votar en el pueblo 

de Naranjito. 

 Finalmente, respecto al argumento que sobre falta de 

jurisdicción que propone el apelado, basado en el alegado 

incumplimiento de la notificación del recurso de epígrafe a todas 

las partes concernidas, resolvemos que el mismo carece de mérito.  

De los documentos que componen el expediente de autos se 

desprende que dicha gestión se verificó respecto a todas las partes 

a quienes se les notificó la Sentencia apelada.  Además, de la 

regrabación de los procedimientos se desprende que se estipuló la 

debida notificación de los trámites en controversia, por lo que su 

contención carece de apoyo fáctico. 

IV 

 Por los fundamentos que anteceden, se confirma la sentencia 

apelada. Se ordena a la Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

anejar al expediente original de la Secretaría la regrabación de los 

procedimientos, según remitida por el Tribunal de Primera 

Instancia en el caso de epígrafe. 

 Notifíquese inmediatamente a las partes por correo 

electrónico, fax o teléfono, y posteriormente por la vía ordinaria. 
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Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.    

           Dimarie Alicea Lozada 
                                            Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 


